

  

    

      

    

  




¿Por qué la población carcelaria no puede votar en Chile? ¿Cuál es la advertencia política y social que busca esta prohibición? ¿Cuál es la realidad de otros países en la materia y, cuando sí está permitido, de qué manera emiten el voto? ¿Cómo resultó la experiencia de incluir a los presos y presas en el plebiscito de septiembre de 2022?


Este ensayo responde estas preguntas y nunca deja de interrogarse por qué una democracia -que supone garantizar el sufragio universal- excluye del proceso a determinadas personas. Voto preso explica las razones de los distintos gobiernos para justificar esta pérdida de derecho y, de manera llana y directa, expone los beneficios que tendría reincorporar a las personas privadas de libertad a la vida cívica-política: la imperiosa necesidad de reconocerlas como integrantes de una comunidad y no quitarles su estatus de ciudadanas.
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EL VOTO DE LOS PRESOS EN CHILE


En general los Estados reconocen el derecho a sufragio de todos los ciudadanos y ciudadanas que cumplan cierta edad y tengan determinada nacionalidad, pero existen distintos supuestos por los que este puede perderse: es el caso de las personas que han sido condenadas por la comisión de ciertos delitos o sometidas a una pena privativa de libertad. En esta línea, durante los últimos años han surgido movimientos que luchan contra la exclusión electoral para promover el ejercicio de la ciudadanía dentro de la cárcel y, para entender esta lucha, debemos partir preguntándonos cómo se aplica hoy esta práctica en Chile y cuál ha sido su evolución en la legislación nacional.


En primer lugar, las normas y los hechos constatan que la privación o suspensión de los derechos ciudadanos van de la mano con el encarcelamiento. La Constitución de 1980 —en su artículo 17 n.° 2— dice que la calidad de ciudadano se pierde por condena a pena aflictiva, es decir, penas privativas de libertad que superen los tres años de duración. Por el momento, las únicas personas acusadas que conservan su derecho a sufragio son las que reúnen dos requisitos: ser acusadas por un delito menor (con pena inferior a tres años) y encontrarse en libertad. Por el contrario, quienes son acusados por una pena aflictiva quedan privados de su derecho a sufragio aun cuando estén en libertad y sus nombres son borrados de los registros electorales. También desaparecen los datos electorales de las personas internadas en un recinto penitenciario, incluso si no se les ha acusado por un delito mayor: este grupo queda de facto —en los hechos, pero no legalmente— privado de la posibilidad de ejercer su derecho a voto. Así, a nivel legal y en la práctica penitenciaria, hay una vinculación estrecha entre la privación del derecho a sufragio y el encarcelamiento.


Para precisar lo anterior revisemos la siguiente tabla.
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En los casos 4 y 5 la situación se explica, directamente, por la regulación constitucional: se entiende que la Constitución de 1980 les prohíbe votar. Pero en los casos 1, 2 y 3 los efectos mencionados no nacen de la Constitución, sino que se deben a que ni el legislador ni la administración del Estado han creado los mecanismos electorales para que dichos sujetos puedan ejercer el derecho a sufragio otorgado. Esto último puede definirse como privación de derechos constitucionales por omisión, una inconstitucionalidad que ha sido denunciada y constatada en tribunales en varias ocasiones, pero que nunca ha sido solucionada por ninguno de los órganos interpelados.


Para poner números a esta descripción abstracta —según la estadística de Gendarmería—, para la elección de octubre de 2021 había alrededor de 12. 700 personas privadas de libertad que tenían derecho a sufragar —lo que equivale al 28% de la población carcelaria de Chile—, pero no lo hicieron: fueron privadas de un derecho que la Constitución les garantiza.


Esto puede haber ocurrido por múltiples razones, que van desde una deliberada abstención de los órganos involucrados —debido a lo impopular que resulta en general cualquier acción conducente a favorecer a los privados de libertad— hasta las intrínsecas dificultades que hacen complejo facilitar el voto a quienes se encuentran lejos de su lugar de votación. Todavía más: nuestra legislación electoral no considera ningún mecanismo de votación no presencial como, por ejemplo, el voto mediante correo o a través de la instalación de locales de votación al interior de los recintos penitenciarios.


Pero, antes, entendamos que la exclusión electoral de los presos involucra una cuestión constitucional central: la pregunta sobre quiénes conformamos el grupo o comunidad que —a través de la Constitución— regula las bases de nuestra vida en común. Esta pregunta tiene varias dimensiones, ya que primero requiere distinguir una identidad colectiva, que no necesariamente niega el ensamblaje de identidades individuales que configuran la sociedad, pero sí exige justificar la decisión de vivir juntos bajo ciertas reglas comunes. En ese sentido, ser ciudadano del Estado de Chile conlleva una identidad colectiva, sin importar lo tenue que esta sea.


Durante 2021 y 2022, la Convención Constitucional redactó un texto constitucional cuyas bases fueron la igualdad, la solidaridad y el respeto recíproco entre los diversos integrantes de la comunidad nacional. Y pese al rechazo del proyecto por el electorado el 4 de septiembre de 2022, la tarea iniciada por la Convención Constitucional deberá ser continuada para ofrecer una nueva propuesta a la ciudadanía y seguir debatiendo nuestra identidad colectiva.


Un ejercicio diferente, más específico, pero no por eso menos relevante y desafiante, es determinar en concreto quiénes forman parte de la comunidad a la que una Constitución refiere. Para definir quiénes están incluidos y quiénes excluidos, es habitual que las normas constitucionales utilicen categorías como la nacionalidad y la ciudadanía. Cualquiera sea el criterio aplicado, la ciudadanía sirve para construir una comunidad política, puesto que forma un nosotros que excluye a otros y lo delimita frente a un ellos.


Esta es una cuestión de suma importancia, que tiene gran impacto en el día a día de las personas que viven en los márgenes (aquel terreno que habitan las identidades que están en peligro de perder su calidad de miembro de la comunidad en que dicha calidad es precaria o cuestionada): migrantes, niños, mujeres, diversidades sexogenéricas, personas con discapacidad y otra serie de grupos históricamente desaventajados que la Convención consideró que necesitaban una protección especial. Allí encontramos también —en una afirmación no exenta de polémica— a las personas privadas de libertad.


Existe la necesidad de que los márgenes de la ciudadanía reconozcan a los presos como ciudadanos, como miembros plenos de la sociedad y no como personas de segunda clase o, peor aún, enemigas de la comunidad. Para ello, el reconocimiento de su derecho a sufragio es fundamental porque expresa su pertenencia a la comunidad política y su estatus de ciudadanos con iguales derechos, con independencia del merecimiento de la condena que estén cumpliendo.


EL VOTO DE LOS PRESOS EN LA HISTORIA DE CHILE


La Constitución de 1980 excluye a un grupo importante de personas de la participación electoral por razones vinculadas al funcionamiento del sistema penal. Sin embargo, estas normas no son una creación de dicho texto, ya que junto con otras exclusiones electorales (algunas eliminadas a través del tiempo) forman parte de la historia constitucional chilena. Al igual que la regulación de otros países, la chilena comprendió una evolución desde un padrón electoral restringido durante el siglo XIX hacia uno considerablemente inclusivo, si no universal.


En esta lógica, encontramos normas restrictivas del voto de los presos tanto en la Constitución de 1833 como en la de 1925. Sin ir más lejos, en la primera solo se les permitía votar a los hombres mayores de veintiún años con algún tipo de propiedad o empleo, exclusiones basadas en la edad, el género y la propiedad que se veían complementadas con otras de la más diversa naturaleza: no podían votar «dementes» ni servicio doméstico, tampoco el clero, los militares, los jornaleros ni, por supuesto, aquellos que habían sido sentenciados a penas aflictivas. Recién en 1874 se eliminó en la práctica el requisito de la propiedad, y el sufragio se extendió a todos los hombres que pudieran leer y escribir, mediante una presunción de que con dicha capacidad cumplían con el requerimiento de propiedad.


La Constitución de 1925 fue mucho más generosa y extendió el derecho a sufragio a otros grupos antes excluidos, pero durante largo tiempo mantuvo un sistema de ciudadanía política restrictivo. La incorporación de las mujeres llegó en 1935, para las elecciones municipales, y solo en 1949 se les permitió participar de las elecciones parlamentarias y presidenciales. Tras el reconocimiento del voto femenino, también en 1949 los extranjeros residentes fueron incluidos para votar en las elecciones locales. El sufragio de las personas ciegas fue aprobado en 1969 y, tres años después, una reforma rebajó la edad electoral de veintiún a dieciocho años y eliminó el requisito de saber leer y escribir, extendiendo así el derecho a sufragio a los jóvenes y analfabetos solo un año antes del golpe de Estado.


El compromiso de la Constitución de 1980 —con la concepción pinochetista de democracia protegida— hace paradójico que sus normas hayan conservado el sistema de ciudadanía inclusivo heredado de la Unidad Popular, aunque este solo haya entrado en vigor después de diecisiete años de dictadura militar. De hecho, extendió la participación electoral de los extranjeros que residían hace más de cinco años en Chile a todas las elecciones populares, y conservó solo un puñado de exclusiones que constituyen el legado histórico del concepto de ciudadanía presente en la Constitución de 1833. Las exclusiones subsistentes, que fueron redactadas en la Constitución de 1980 de manera casi idéntica a su formulación original, son aquellas de la pérdida de ciudadanía por condena a una pena aflictiva (sumada a la suspensión del sufragio por acusación) y la suspensión del derecho a sufragio por interdicción por demencia, causal que afecta principalmente a las personas con discapacidad.


La causal que refiere a la pérdida de la ciudadanía por condena a una pena aflictiva se consagra desde las primeras normas constitucionales de principio del siglo XIX. ¿Cuál fue la razón para incluirla? ¿Siguen siendo atendibles hoy los motivos que se consideraron en su tiempo?


Al respecto de la Constitución de 1833, el abogado Manuel Carrasco Albano (1858) aporta el siguiente argumento: «Según este artículo, el ejercicio de los derechos políticos debe suspenderse por […] ciertos delitos o presunciones que acarreen infamia o pena aflictiva […]. Nada más racional a primera vista que tales limitaciones al derecho de ciudadanía. Si ésta debe ser un majisterio, una dignidad, no puede ejercerse cuando falta una de las condiciones de capacidad, honradez o de independencia que deben acompañar a todo funcionario. […] Siendo justa, como hemos visto anteriormente, la suspensión de la ciudadanía por sólo la formación de un proceso por algún delito que merezca pena aflictiva o infamante, debe serlo también la pérdida absoluta de aquel derecho por la condenación efectiva que imprime una nota permanente de infamia».


Reflexionando sobre la misma disposición —recogida más tarde en la Constitución de 1925—, Carlos Estévez (1949) argumenta: «La ley supone que el ciudadano que ha merecido pena de esta naturaleza es indigno de ejercitar la elevada función electoral y por esto lo priva de ella». Por su parte, José Luis Cea (2017), comentarista de la Constitución de 1980, sostiene: «Es obvio que el Poder Constituyente asume que ese ciudadano carece de la idoneidad requerida para votar decidiendo los asuntos de mayor importancia para el país o la división territorial respectiva».


La opinión de estos comentaristas de la tradición constitucional chilena tiene como eje la idea de que los derechos políticos requieren cierta idoneidad para ser ejercidos, de la que no todos disfrutan. Dicha idoneidad viene exigida por la importancia de la función de elegir y ser elegido, y está estrechamente asociada a conceptos como la dignidad, cuya pérdida o menoscabo se produce mediante la imposición de penas aflictivas. Luego, la suspensión del sufragio o la pérdida de la ciudadanía es una medida que, como consecuencia de la merma de dignidad producida por la pena, garantiza que la importante función de ejercer los derechos políticos sea realizada solo por quienes resultan idóneos para ello.


Esa noción excluyente de ciudadanía, reservada para cierta clase de personas, estaba presente en la conformación del padrón electoral durante buena parte de la vigencia de las Constituciones de 1833 y 1925, pero durante el siglo XX se dio paso a un concepto mucho más inclusivo, que puede asociarse a la idea de un verdadero sufragio universal. Tras la inclusión de varias categorías de sujetos que antes habían sido excluidos, la privación del voto de los presos, al menos desde una perspectiva histórica, aparece como una herencia que no ha logrado ser extirpada de nuestro ordenamiento jurídico.


Hasta ahora…


UNA NUEVA HISTORIA


Hasta mediados de 2013 no había existido en Chile un cuestionamiento a la práctica de excluir a los presos de las elecciones. La única excepción fue un informe técnico de la Corte Suprema en 2011: comentando el proyecto de ley que establecía el fin al voto obligatorio, la Corte planteó que los privados de libertad enfrentaban una situación arbitraria respecto al ejercicio de su sufragio. Hasta 2013, los intentos de cuestionar judicialmente la suspensión de derechos políticos se habían concentrado en la prohibición de postular a cargos de elección popular que afectaba a personas que no estaban sujetas a privación de libertad. Eran casos de políticos procesados o condenados por algún delito de corrupción, que buscaban repostularse. Durante ese año, sin embargo, algo cambió, y el cuestionamiento apuntó a la situación de aquellos privados de libertad y su derecho a voto.


La historia tiene como protagonista a Daniel Urrutia, un juez con un prontuario de conflictos dentro del poder judicial por su compromiso activista con los derechos humanos. En el marco de las visitas carcelarias que por mandato legal los jueces de garantía deben realizar, el juez Urrutia, del Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, decidió indagar por qué los presos que no estaban privados de su derecho a sufragio según la Constitución (personas en prisión preventiva o cumpliendo condenas de tres años o menos) no podían sufragar. Gendarmería respondió que no existían mecanismos para que ejercieran su derecho a voto y que no contaban siquiera con la capacidad administrativa ni la facultad legal para poder distinguir cuáles internos tenían derecho a sufragio y cuáles no. Pese a ello, la institución se mostró dispuesta a colaborar en la instalación de mesas de votación dentro de los recintos penitenciarios, pero el Servicio Electoral (Servel) advirtió problemas legales y administrativos para proceder: la ley no facultaba para instalar mesas en los recintos carcelarios y existían dificultades para la configuración del padrón electoral.


Esta explicación no fue suficiente para el juez Urrutia, por lo que decretó la existencia de un estado de cosas inconstitucional respecto de la población penal involucrada. En específico, planteó que este grupo —en especial condición de vulnerabilidad— era objeto de una violación sistemática, generalizada e indiscriminada de derechos humanos, dado que ni la Constitución ni la ley lo privaba de su derecho a sufragio, y señaló que no se advertían razones legales para no instalar mesas de votación en los recintos.

OEBPS/Images/tapa.jpg
€S0

" Elderecho a sufraglo de la” S
poblac'ron carcelama |

- .

a-'

-

A PO INEEReA






OEBPS/Images/tabla1.jpg
Estadoen | Efectos para
Situacién penal elquese | elderechoa
encuentran |  sufragio
Enlibertad | Ninguno
No acusado
Encarcelado | D¢ f2ctone
‘puede votar
Acusado por delito que no
‘merezca pena aflictiva (aunque
al final pueda serle aplicable una | Enlibertad Ninguno
‘penaaflictiva) y condenado a
una pena no aflictiva (su libertad
dependerd de la aplicacién
de una medida alternativa o De factono
sustitutiva de la reclusién) Encarcelado | e de votar
Acusado por delito que merezca | Enlibertad
‘pena aflictiva (aunque pueda Sufragio
serle aplicable una pena no Encarcelado | Suspendido
aflictiva)
ondenado aflictiva | Enlibertad
o —
b Encarcelado | Cludadania

beneficios carcelarios)






